
 

 

RESOLUCIÓN No. 00411 
(21 DE MARZO DE 2024) 

 
“POR MEDIO DE LA CUAL SE JUSTIFICA UNA CONTRATACIÓN DIRECTA”  

 
SECRETARIO GENERAL DEL DEPARTAMENTO DEL ATLÁNTICO  

 
En ejercicio de sus facultades constitucionales, legales y debidamente facultado para celebrar contratos y convenios en nombre del 
Departamento del Atlántico conforme lo establece el Decreto Departamental 000021 de 2020; y: 

 
CONSIDERANDO 

Que, en cumplimiento de los principios de transparencia, economía y responsabilidad que rigen la contratación 
pública, la Ley 1150 de 2007 en su artículo 2°, numeral 4, prevé dentro de las modalidades de selección, la 
contratación directa.  

Que, el Decreto 00021 del dos (02) de enero de 2020 - “Por medio del cual se delegan facultades en materia de 
contratación y se dictan otras disposiciones” -, asigno la competencia para la ordenación del gasto mediante la 
celebración de todos los contratos y convenios que celebre el Departamento del Atlántico en el Secretario General.  

Que, dentro de las facultades delegadas se encuentra a realización de todas las actuaciones precontractuales, 
contractuales y post contractuales cualquiera que sea la modalidad de selección y el tipo de contrato, así como todas 
las que se requieran en el marco de lo dispuesto en el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública 
incluyendo la expedición de todos los actos inherentes a las diferentes etapas del proceso de contratación que no se 
hayan delegado en otro funcionario.  

Que, el artículo 2.2.1.2.1.4.1. del Decreto Nacional 1082 del 26 de mayo de 2015, establece que en los casos de 
contratación directa es preciso la expedición de un acto administrativo de justificación. Que, de conformidad con el 
literal g del numeral 4 del artículo 2° de la Ley 1150 de 2007, en concordancia con el artículo 2.2.1.2.1.4. del Decreto 
1082 de 2015 es causal de contratación directa. 

Que la Constitución Política prevé en el artículo 2 como fines del Estado: “Servir a la comunidad, promover la 
prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; 
facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y 
cultural de la nación”. 

Que corresponde a los Gobernadores de conformidad con el artículo 305 de la Constitución Política de Colombia 
cumplir y hacer cumplir la Constitución y la Ley, así como dirigir la acción administrativa del Departamento, asegurar 
el cumplimiento de las funciones y la prestación de los servicios a su cargo. 

Que la Ley 2200 de 2022, en su Artículo 2, establece que “Los departamentos forman parte de la organización 
territorial del Estado y como entidad territorial tienen autonomía para la administración de los asuntos seccionales, 
la planificación, promoción, coordinación del desarrollo económico, ambiental y social en los asuntos seccionales. 
Son instrumento de complementariedad de la acción municipal y enlace de las actividades y servicios que prestan 
los municipios y la Nación. Los departamentos son personas jurídicas de derecho público, actúan bajo el principio 
de autonomía dentro de los límites legales y constitucionales, administran recursos propios y las otras fuentes de 
recursos transferidas a los mismos, se gobiernan por autoridades propias, ejercen las competencias que les 
correspondan, establecen los tributos necesarios conforme a la ley para el cumplimiento de sus funciones y participan 
en las rentas nacionales.” 



 

 

Que de conformidad a lo establecido en el artículo 1 de la Resolución 1240 del 2002, expedida por el Ministerio de 
Salud y Protección Social, los integrantes del sistema general de seguridad social en salud deben actuar conforme 
a los principios de igualdad, equidad, eficacia e imparcialidad en el cumplimiento de las funciones que le son propias.  

Que de acuerdo con lo establecido en el artículo 43 de la Ley 715 de 2001, corresponde a los departamentos, dirigir, 
coordinar y vigilar el sector salud y el Sistema General de Seguridad Social en Salud en el territorio de su jurisdicción, 
atendiendo las disposiciones nacionales sobre la materia.  

Que la Ley 1122 de 2007, dispone en el artículo 32 que “…la salud pública está constituida por el conjunto de políticas 
que buscan garantizar de una manera integrada, la salud de la población por medio de acciones de salubridad 
dirigidas tanto de manera individual como colectiva, ya que sus resultados se constituyen en indicadores de las 
condiciones de vida, bienestar y desarrollo del país. Dichas acciones se realizarán bajo la rectoría del Estado y 
deberán promover la participación responsable de todos los sectores de la comunidad”. 

Que, de acuerdo a lo establecido en la Ley 1438 de 2011, mediante la cual se reforma el Sistema General de 
Seguridad Social y Salud - SGSSS, en su artículo 6, le corresponde al Ministerio de Protección Social elaborar un 
Plan Decenal de Salud Pública -PDSP, a través de un proceso amplio de participación social y en el marco de la 
estrategia de atención primaria en salud, tal como lo señala a su vez el artículo 12 de esta misma ley, que establece 
que este estará constituido por tres componentes integrados e interdependientes: los servicios de salud, la acción 
intersectorial/transectorial por la salud y la participación social, comunitaria y ciudadana.  

Que, a su vez, la norma precitada en su artículo 15, establece que “El ente territorial, conforme a la reglamentación 
del Ministerio de la Protección Social, definirá los requisitos óptimos para habilitar la conformación de los Equipos 
Básicos de Salud, como un concepto funcional y organizativo que permita facilitar el acceso a los servicios de salud 
en el marco de la estrategia de Atención Primaria en Salud. Para la financiación y constitución de estos equipos 
concurrirán el talento humano y recursos interinstitucionales del sector salud destinados a la salud pública y de otros 
sectores que participan en la atención de los determinantes en salud. (…)”, estableciendo además sus funciones en 
el artículo 16 ídem.  

Que el Ministerio de Salud y Protección Social -MSPS, mediante la Resolución 1035 de 14 de Junio de 2022 adoptó 
el Plan Decenal de Salud Pública 2022-2031 con sus capítulos diferenciales, determinando los nuevos ordenadores 
y ejes estratégicos ajustados a las necesidades identificadas en materia de salud pública, sostenibilidad financiera 
del sector, valoración e incorporación de nuevos desarrollos tecnológicos y fortalecimiento de mecanismos de 
participación ciudadana para los subsiguientes diez (10) años.  

Que, la implementación del Plan Decenal de Salud contempla cinco etapas: i) Aprestamiento o preparación para la 
implementación; ii) Inicio de la implementación operativa; iii) Implementación propiamente dicha; iv) Evaluación del 
proceso de implementación; y v) Ajustes al proceso de implementación. 

Que en la Resolución 518 de 2015 expedida por el Ministerio de Salud y Protección Social se establecen las 
directrices para la ejecución, seguimiento y evaluación del Plan de Salud Pública de Intervenciones Colectivas – PIC. 

Que así mismo, en el artículo 8 de la Resolución 518 de 2015, expedida por el Ministerio de Salud y Protección 
Social, Modificada por la Resolución 295 de 2023 expedida por el Ministerio de Salud y Protección Social, define al 
PIC, así: “Artículo 8. Plan de Intervención Colectiva. Es un plan de beneficios compuesto por intervenciones de 
promoción de la salud y gestión del riesgo, las cuales se enmarcan en las estrategias definidas en el Plan Territorial 
de Salud (PTS), y buscan impactar positivamente los determinantes sociales de la salud y alcanzar los resultados 
definidos en estos el marco de la estrategia de Atención Primaria en Salud Comprende un conjunto de intervenciones, 
procedimientos, actividades e insumos, los cuales se ejecutan de manera complementaria a otros planes de 



 

 

beneficios, buscando la articulación con otros recursos disponibles en el territorio, de modo que se garantice la 
armonización de recursos del Sistema de Salud y de otros sectores que concurran en la afectación positiva de los 
determinantes sociales de la salud.”  

Que el Ministerio de Salud y la Protección Social, mediante la Resolución 2788 de 2022, emitió los Lineamientos 
para la organización y operación de los Equipos Básicos de Salud, a fin de poder dar cumplimiento a lo dispuesto en 
la Ley 1438 del 2011, expedida por el Ministerio de Salud y la Protección Social.  

Que la Resolución 3280 de 2018 define los lineamientos técnicos y operativos de la Ruta Integral de Atención para 
la Promoción y Mantenimiento de la Salud, encontrándose como pilar principal la Atención Primaria en Salud (APS) 
con enfoque de salud familiar y comunitaria, definido por un modelo operacional que adopta los mecanismos e 
instrumentos operativos y de gestión que orientan la intervención de los diferentes agentes del Sistema. 

Que la Resolución No. 518 de 2015 establece en su anexo técnico el cual fue modificado por el artículo 7 de la 
Resolución 3280 de 2018 expedidas por el Ministerio de Salud y la Protección Social, los lineamientos técnicos y 
operativos de la Ruta Integral de Atención para la Promoción y Mantenimiento de la Salud – RPMS, en la que se 
contemplan, entre otras, "ii) intervenciones del PIC; las colectivas dirigidas a la(s) familia(s), grupos de población o 
comunidades que comparten características o situaciones particulares y se concretan a través del PIC de cada 
entidad territorial”, que corresponden a un conjunto de intervenciones, procedimientos o actividades para la 
promoción de la salud y la gestión del riesgo dirigidas a grupos poblacionales a lo largo del curso de la vida, definidas 
con fundamento en la evidencia disponible y en las prioridades de salud de cada territorio; y su planeación se reflejará 
en el Plan de Acción en Salud – PAS, puesto que las mismas hacen parte integral del Plan Territorial de Salud- PTS; 
se realizan de manera complementaria a las intervenciones poblacionales e individuales, por lo cual deben ser 
coordinadas con los demás agentes del sistema de salud. 

Que la Resolución No. 518 de 2015 expedida por el Ministerio de Salud y Protección Social, modificada Modificado 
por el art. 4, Resolución 295 de 2023, señala que la Artículo 14: Contratación del plan de salud pública de 
intervenciones colectivas departamental, distrital y municipal. Las intervenciones colectivas se contratarán con las 
instituciones que tengan capacidad técnica y operativa, de acuerdo con los criterios establecidos en el artículo 15 de 
la presente resolución y cumpliendo con la normatividad en materia de contratación estatal, cuando a ello haya lugar, 
de conformidad con la siguiente priorización: 

14.1. La entidad territorial contratará con las Empresas Sociales del Estado e IPS indígenas ubicadas en el territorio 
siempre y cuando tengan la capacidad técnica y operativa. 

14.2. Cuando las instituciones prestadoras de servicios de salud públicas ubicadas en el territorio no estén en 
capacidad de ejecutar algunas acciones del PIC, la entidad territorial podrá contratadas con Empresas Sociales del 
Estado de municipios vecinos o con aquellas que por su ubicación geográfica estén en mejor capacidad de garantizar 
el acceso de la población a dichas intervenciones. 

14.3. En el evento de que las Empresas Sociales del Estado del territorio o de municipios vecinos, no cuenten con 
la capacidad técnica y operativa, o no haya presencia de estas en el territorio, la entidad territorial podrá contratar 
las acciones del Plan de Salud Pública de Intervenciones Colectivas con universidades, organizaciones no 
gubernamentales (ONG) instituciones prestadoras de servicios de salud de naturaleza privada y otras entidades 
privadas cuyo objeto social esté relacionado con la prestación de las acciones que se contraten y cumplan los criterios 
definidos en el artículo 15 de la presente resolución. En estos casos se acudirá a los parámetros de selección 
previstos en la normativa vigente sobre la materia. 



 

 

Que las estrategias y enfoques de la Atención Primaria en Salud (APS), se definen a través de la política de atención 
integral en salud (PAIS) adoptada por la Resolución 429 de 2016, derogada y modificada por la Resolución 2626 de 
2019, “Por la cual se modifica la Política de Atención Integral en Salud -PAIS y se adopta el Modelo de Acción Integral 
Territorial-MAITE”. 

Que, la Secretaría de Salud Departamental del Departamento del Atlántico tiene como misión garantizar la atención 
oportuna y eficiente a la población, mediante la coordinación y asesoría a los diferentes actores del Sistema, a los 
cuales se les debe garantizar lo mínimo requerido para el fortalecimiento de la generación de políticas y el apoyo 
decidido de la promoción, la prevención, la investigación, educación y desarrollo del talento humano para optimizar 
la prestación del servicio. 

Que, el artículo 2° de la Ley 80 señala: “De la Definición de Entidades, Servidores y Servicios Públicos. Para los 
solos efectos de esta Ley: 1o. Se denominan entidades estatales: “a) La Nación, las regiones, los departamentos, 
las provincias, el Distrito Capital y los distritos especiales, las áreas metropolitanas, las asociaciones de municipios, 
los territorios indígenas y los municipios; los establecimientos públicos, las empresas industriales y comerciales del 
Estado, las sociedades de economía mixta en las que el Estado tenga participación superior al cincuenta por ciento 
(50%), así como las entidades descentralizadas indirectas y las demás personas jurídicas en las que exista dicha 
participación pública mayoritaria, cualquiera sea la denominación que ellas adopten, en todos los órdenes y niveles.” 

Que en el presente caso se pretende celebrar un Contrato Interadministrativo con una Empresa Social del Estado, 
puesto que los Contratos Interadministrativos permiten la ejecución asociada de proyectos o la prestación conjunta 
de servicios públicos entre diferentes entidades y organismos públicos, los cuales tienen como fundamento jurídico 
lo previsto en los artículos 2°, 113 y 209 de la Constitución Política, el artículo 2°, numeral 4°, literal c) de la Ley 
1150 de 2007 y el Artículo 2.2.1.2.1.4.4 del Decreto 1082 de 2015 y especialmente la Ley 1454 de 2011. 

Que, el artículo 1 del Decreto 1876 de 1994 Establece que las Empresas Sociales del Estado constituyen una 
categoría especial de entidad pública, descentralizada, con personería jurídica, patrimonio propio y autonomía 
administrativa, creadas o reorganizadas por ley o por las asambleas o concejos. Estarán adscritas a la Dirección 
Nacional, Departamental, Distrital o Municipal correspondiente, de acuerdo con su naturaleza, dependencia territorial 
y reglamentación vigente sobre la materia. 

Que, la EMPRESA SOCIAL DEL ESTADO CENTRO MATERNO INFANTIL DE SABANALARGA CEMINSA, es un 
establecimiento público de orden Municipal, descentralizado, con Personería Jurídica; cuyo objeto es la prestación 
de servicio de salud, entendido como un servicio público a cargo del Estado y como parte integrante del Sistema de 
Seguridad Social en Salud.  

Que, la Corte Constitucional expresó en la Sentencia C-671 de 2015 que: “Lo que hace interadministrativo a un 
contrato o convenio no es el procedimiento de selección aplicable, sino la calidad de los sujetos contratantes, esto 
es que las dos partes de la relación jurídica contractual formen parte de la administración pública. Así las cosas, esta 
clase de acuerdos de voluntades se definen por un criterio orgánico, por lo que uno de sus elementos esenciales es 
que en los extremos de la relación jurídico negocial concurran personas de derecho público. Adicionalmente, el 
Consejo de Estado ha indicado, frente al convenio interadministrativo y sus características, que: 

[…] se puede señalar que los convenios o contratos interadministrativos tienen como Características principales las 
siguientes: 

constituyen verdaderos contratos en los términos del Código de Comercio cuando su objeto lo constituyen 
obligaciones patrimoniales; (ii) tienen como fuente la autonomía contractual; (iii) son contratos nominados puesto 
que están mencionados en la ley; (iv) son contratos atípicos desde la perspectiva legal dado que se advierte la 



 

 

ausencia de unas normas que de manera detallada los disciplinen, los expliquen y los desarrollen, como sí las tienen 
los contratos típicos, por ejemplo compra venta, arrendamiento, mandato, etc. (v) la normatividad a la cual se 
encuentran sujetos en principio es la del Estatuto General de Contratación, en atención a que las partes que los 
celebran son entidades estatales y, por consiguiente, también se obligan a las disposiciones que resulten pertinentes 
del Código Civil y del Código de Comercio; (vi) dan lugar a la creación de obligaciones jurídicamente exigibles; (vii) 
persiguen  una finalidad común a través de la realización de intereses compartidos entre las entidades vinculadas; 
(viii) la acción mediante la cual se deben ventilar las diferencias que sobre el particular surjan es la de controversias 
contractuales.”  

Que, el numeral 4º) literal c) del artículo 2 de la ley 1150 de 2007, en la forma en que fue modificado por el artículo 
92 de la ley 1474 de 2011, establece: 

“ARTÍCULO 92. CONTRATOS INTERADMINISTRATIVOS. Modifícase el inciso primero del literal c) 
del numeral 4 del artículo 2o de la Ley 1150 de 2007, el cual quedará así: 

c) Contratos interadministrativos, siempre que las obligaciones derivadas del mismo tengan relación 
directa con el objeto de la entidad ejecutora señalado en la ley o en sus reglamentos. 

Se exceptúan los contratos de obra, suministro, prestación de servicios de evaluación de conformidad 
respecto de las normas o reglamentos técnicos, encargos fiduciarios y fiducia pública cuando las 
instituciones de educación superior públicas o las Sociedades de Economía Mixta con participación 
mayoritaria del Estado, o las personas jurídicas sin ánimo de lucro conformadas por la asociación de 
entidades públicas, o las federaciones de entidades territoriales sean las ejecutoras. Estos contratos 
podrán ser ejecutados por las mismas, siempre que participen en procesos de licitación pública o 
contratación abreviada de acuerdo con lo dispuesto por los numerales 1 y 2 del presente artículo.” 

Que, se torna evidente el hecho de que la norma legal en cita dejó por fuera de la excepción la celebración directa de 
contratos estatales, en la modalidad de interadministrativos, los que se celebran con las entidades descentralizadas 
indirectas entre entidades territoriales. 

Que, el Contrato Interadministrativo propuesto no es una potestad discrecional, sino reglada, por lo cual, al cumplirse 
los requisitos concernientes a los estudios y documentos previos correspondientes, según el Decreto 1082 de 2015, 
EL DEPARTAMENTO, declara que es NECESARIA, CONVENIENTE Y OPORTUNA la contratación directa, conforme 
los lineamientos y parámetros contenidos en los estudios previos.   

Que, como consecuencia de lo anterior y de acuerdo con lo señalado en los estudios y documentos previos 
presentados, se requiere celebrar un CONTRATO INTERADMINISTRATIVO PARA LA EJECUCION DEL PLAN 
DE INTERVENCIONES COLECTIVAS – PIC, DE SALUD PÚBLICA PARA LA PROMOCIÓN DE LA SALUD Y LA 
GESTIÓN DEL RIESGO DENTRO DE LA ESTRATEGIA DE ATENCIÓN PRIMARIA EN SALUD DEL 
DEPARTAMENTO DEL ATLÁNTICO. VIGENCIA 2024. 
 
Que el presupuesto del Contrato Interadministrativo corresponde a la suma SESENTA Y NUEVE MILLONES 
SEISCIENTOS NOVENTA Y DOS MIL CIENTO CINCUENTA Y CINCO PESOS M/L ($69.692.155), incluidos los 
costos directos e indirectos a que hubiere lugar y los tributos que se generen con ocasión a la celebración, ejecución 
y liquidación del contrato. 
 
Que, el contrato se encuentra amparado con el Certificado de Disponibilidad Presupuestal No. 202400590 de fecha 
7 de marzo de 2024. 
 



 

 

Que, de acuerdo con el artículo 18 de la resolución 518 de 2015, modificado por el art. 6, Resolución 295 de 2023, 
Criterios para la. ejecución del PIC. La entidad territorial y la institución con la cual se contrate el PIC, deberán 
observar los siguientes criterios durante su ejecución: 

1. Ejecutar y responder directamente por el desarrollo de las actividades, contratadas, según lo establecido 
en la resolución 518 de 2015, expedida por el Ministerio de Salud y Protección Social modificada por el 
artículo 6 de la Resolución 0295 de 2023, y las condiciones técnicas, lineamientos y metas definidas por la 
entidad contratante. 

2. Definir el perfil del talento humano que ejecutará las intervenciones colectivas, garantizando la 
conformación de equipos básicos de salud, de conformidad con lo establecido en los lineamientos para la 
operación de dichos equipos y las demás disposiciones que para el efecto expida este Ministerio 

3. Disponer de un coordinador para la ejecución de las acciones PIC que se pretendan contratar  
4. Disponer de manera permanente de los recursos de carácter técnico y tecnológico que se requieran para 

el desarrollo y cumplimiento de las acciones contratadas, tales como: áreas de trabajo. equipos de cómputo, 
impresoras, insumos para el trabajo comunitario, ayudas didácticas. 

5. Diligenciar y reportar el Registro Individual de Prestaciones de Salud - RIPS, con los CUPS". 
6. Ejecutar el PLAN DE INTERVENCIONES COLECTIVA - PIC con activa participación social, apoyándose y 

articulándose con grupos, organizaciones y redes sociales y comunitarias; organismos no gubernamentales 
o de base comunitaria con experiencia en temas de salud. 

7. Ejecutar las intervenciones colectivas asegurando que el lugar donde se realicen cumpla con condiciones 
óptimas de capacidad, accesibilidad, amplitud, comodidad, iluminación, limpieza, verificación y protocolos 
de bioseguridad. 

8. Disponer de áreas de trabajo con las condiciones físicas y sanitarias para el talento humano que ejecuta 
las intervenciones colectivas, en donde planeé, monitoreé y evalué los resultados de estas. 

9. Elaborar e implementar un procedimiento para la documentación de las acciones a desarrollar en el marco 
del PIC. 

10. Elaborar e implementar un proceso para el monitoreo y evaluación Del PIC que se le van a contratar. 
11. Presentar los informes o actas sobre la ejecución técnica y financiera a la entidad territorial con la 

periodicidad que se acuerde de manera conjunta entre las partes o cuando cualquier ente de control o 
autoridad competente lo requiera. 

12. Manejar los recursos destinados para el PIC, en una cuenta bancaria exclusiva hasta la firma de la 
liquidación del contrato. Los recursos allí depositados sólo podrán ser utilizados para el pago de los bienes 
y servicios que se requieran para la ejecución de las intervenciones contratadas. 

13. Garantizar el desarrollo de los procesos de veeduría ciudadana en la ejecución de las intervenciones 
colectivas y documentar e implementar un proceso para la rendición de cuentas. 

14. Entregar los soportes que acrediten la ejecución de las actividades donde conste la revisión por parte de la 
veeduría realizada, junto con la certificación expedida por la secretaría de salud municipal correspondiente. 

15. Participar en los procesos de análisis y de trabajo convocados por la entidad territorial contratante. 
16. Desarrollar las actividades descritas en el Cuadro Anexo No. 1 del Estudio Previo.  
17. Realizar las actividades y subactividades que se deriven de aquellas contenidas en los estudios previos y 

la propuesta presentada. 
18. Realizar las actividades del plan de acciones colectivas correspondiente de acuerdo con las obligaciones 

contenidas en el artículo 11 de la Resolución 518 de 2015 expedida por el Ministerio de Salud y Protección 
Social, modificado por el artículo 3 de la Resolución 0295 de 2023. 

 
Que, en virtud de lo anterior:  

RESUELVE 

ARTICULO PRIMERO: Declarar procedente y justificada la celebración de un contrato interadministrativo, con la 
EMPRESA SOCIAL DEL ESTADO CENTRO MATERNO INFANTIL DE SABANALARGA CEMINSA, identificada 
con Nit. 802.010.241-0, cuyo objeto es “CONTRATO INTERADMINISTRATIVO PARA LA EJECUCION DEL PLAN 
DE INTERVENCIONES COLECTIVAS – PIC, DE SALUD PÚBLICA PARA LA PROMOCIÓN DE LA SALUD Y LA 



 

 

GESTIÓN DEL RIESGO DENTRO DE LA ESTRATEGIA DE ATENCIÓN PRIMARIA EN SALUD DEL 
DEPARTAMENTO DEL ATLÁNTICO. VIGENCIA 2024.  de conformidad con lo señalado en el artículo 2.2.1.2.1.4.4. 
del Decreto 1082 de 2015, y con lo expuesto en la parte considerativa del presente acto administrativo. 

ARTICULO SEGUNDO: El valor del contrato será hasta la suma de SESENTA Y NUEVE MILLONES SEISCIENTOS 
NOVENTA Y DOS MIL CIENTO CINCUENTA Y CINCO PESOS M/L ($69.692.155) incluidos los costos directos e 
indirectos a que hubiere lugar y los tributos que se generen con ocasión a la celebración, ejecución y liquidación del 
contrato.  
 
ARTICULO TERCERO: Publicar los documentos del contrato en el Sistema Electrónico de Contratación Pública - 
SECOP II. 

ARTICULO CUARTO: De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 75 del Código de Procedimiento Administrativo y 
de lo Contencioso Administrativo, contra el presente acto no procede recurso alguno. 

ARTICULO QUINTO: El presente acto administrativo de justificación rige a partir de la fecha de su expedición 

 
PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE 

Dada en Barranquilla - Departamento del Atlántico, a los veintiún (21) días del mes de marzo de 2024. 

 

 
(ORIGINAL FIRMADO) 

PEDRO LEMUS NAVARRO 
SECRETARIO GENERAL DEL DEPARTAMENTO DEL ATLÁNTICO 

 
 
 

                            Nombre Cargo Firma 
Proyectó Tatiana Acosta  Asesor Externo Secretaría General   
Revisó Rachid Nader Orfale  Secretario Jurídico   

 
 


